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DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel Mañana. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señores doctor Jorge Bruni, 
Subsecretario; Roberto Baz, Director Nacional de Seguridad Social y doctor Alvaro 
Rodríguez, asesor letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esteban Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al doctor Bruni, Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, al señor Roberto Baz, 
Director Nacional de Seguridad Social, y al doctor Alvaro Rodríguez, asesor. 


El motivo de esta entrevista es informarnos directamente sobre el alcance del decreto que tiene que ver con 
las solicitudes de desafiliación de las AFAP de las personas de determinada franja. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, como es de estilo y como corresponde, damos la 
bienvenida a nuestros invitados, destacando, como siempre, la buena voluntad del Ministerio, que creo 


que en la jornada de hoy ha quedado de manifiesto en función de la comparecencia de los dos jerarcas 
principales a dos Comisiones diferentes, para dar información sobre los temas de su competencia. 


Nos motivó a impulsar esta convocatoria la aprobación por el Poder Ejecutivo de dos decretos uno principal 
del 9 de junio y otro del 16, modificativo del anterior en los términos de su redacción, que tienen que ver con 
habilitar a los afiliados de las AFAP la posibilidad de desafiliarse, en presunta aplicación de lo que establece 
el artículo 62 de la Ley N* 16.713. Como decía muy bien el señor Presidente, queremos conocer el alcance y, 
fundamentalmente, la motivación de estas decisiones de carácter administrativo, y yo centraría el 
planteamiento en las razones que motivaron y fundamentaron de hecho y de derecho esta decisión. 


Voy a ser muy franco, porque con el doctor Bruni siempre hablamos con cruda franqueza pero con enorme 
respeto. Yo quiero ubicar esto en el contexto si es que corresponde; por lo tanto, lo planteo en términos de 
interrogante de una cierta tensión de tipo ideológico se podría decir que uno ha advertido a determinados 
niveles del Gobierno, con relación a todos los temas que conciernen al sistema previsional y, en particular, al 
sistema mixto y al régimen de ahorro individual en el marco de las AFAP. Tengo esa impresión que, repito, se 
podrá confirmar o desmentir, y seguramente las explicaciones del doctor Bruni aportarán en esa dirección. Yo 
no entiendo muy bien más allá de que me consta de que se juntaron algo así como 9.000 firmas por parte del 
PIEECNT, que oportunamente hace ya varios meses, fueron elevadas al Poder Ejecutivo cuál es el 
fundamento estrictamente jurídico para que se haya procedido a esta habilitación. Lo digo porque, en primer 
lugar, el artículo 62 de la Ley de Seguridad Social hace referencia, en principio, a una opción que ya se 
consumó en un plazo previsto por la propia norma que, se supone, comenzó a regir en su debido momento, a 
partir de su aprobación. Es verdad que hay antecedentes se mencionan en el propio decreto del 9 de junio de 
distintas decisiones de Administraciones anteriores que, en distintas circunstancias, habilitaron o 
rehabilitaron esa misma opción. Está bien, pero de cualquier manera creo que lo que corresponde es analizar 
la validez o, en todo caso, la justificación de la decisión que estamos considerando; si las anteriores 
estuvieron mal, se podrá mencionar, y podremos asumirlo como tal. De todos modos, más allá del derecho 
formal, me interesan las consecuencias que esto pueda tener sobre los administrados, sobre los propios 
interesados y sobre los que tengan vocación de hacer uso de esta opción. 


Aquí voy a alguna información que hemos estado recabando que, por ejemplo, proviene del actual Directorio 
de República AFAP, integrado por personas que me merecen el más profundo de los respetos personales y 
profesionales tuvimos la oportunidad de aquilatar sus conocimientos en estos temas cuando concurrieron a 
esta Comisión, que han expresado, creo que con rotunda claridad, empezando por el doctor Olmos, su 
Presidente, su convencimiento de que el sistema vigente, en particular, el sistema de capitalización y de 
cuentas personales, es altamente conveniente para el sistema de seguridad social en su conjunto y, sobre todo, 
para los interesados y para los activos que en el día de mañana se van a jubilar por este nuevo sistema. El 
doctor Olmos expresó, por ejemplo, que a la abrumadora mayoría de quienes actualmente están afiliados a las 
AFAP que cuantificó en un 96% les conviene permanecer en el régimen de las AFAP a la hora de jubilarse. 
En particular, en el ámbito de esta Comisión, cuando ya se hablaba de esta alternativa que finalmente se 
concretó de que el Poder Ejecutivo aprobara este decreto estableciendo un nuevo plazo para esta opción, si 
bien las autoridades de la AFAP no se opusieron a que eso ocurriera, por lo pronto reclamaron algo que a mí 
me parece medular, y es que a los interesados o a los que eventualmente pudieran estar en condiciones de 
hacer uso de esa opción se les diera un asesoramiento cabal y completo con relación a esa alternativa, en la 
medida en que si eso no ocurriera podrían llegar a resultar perjudicados por esta situación o ser inducidos a 
error. 


Francamente, lo que hemos visto es la aprobación de un decreto; hemos visto una cierta polémica en torno a 
los términos del decreto. Inclusive, los propios promotores, el PPT-CNT, el Director Ferrari, que representa al 
PTI-CNT en el Banco de Previsión Social y algunas otras organizaciones sociales como ONAJPU 
cuestionaron los términos del decreto. Después, el decreto se modificó. Desde ese punto de vista, por lo tanto, 
nos parece que el centro de la discusión no estuvo en el lugar debido. Lo que presenciamos fue esa discusión, 
pero no advertimos que se hayan tomado los recaudos para informar a cada uno de los miles de involucrados, 
que tampoco sé cuántos son, porque también ha habido cifras contradictorias en cuanto a eso. Es decir, el 
doctor Bruni en algún momento habló de 6.000 interesados; después se habló de 30.000. El PIT-CNT objetó 
que, en verdad, fuera solo para los que tenían más de cuarenta años en el momento de la entrada en vigencia 
de la Ley de Seguridad Social y, por tanto, eso alcanzaría solo al 5% de las 9.000 firmas que se presentaron y, 
en realidad, lo que la Central reclama es que la apertura sea general para todos los afiliados al sistema. De 
todo eso se discutió y de cuánto ganaban o perdían las AFAP, y de que, en todo caso, el decreto seguía 


beneficiándolas, porque la modificación que se hizo después permitía que retuvieran lo que habían cobrado 
por comisión, y eso estaría mal o regular. Pero en ningún momento se habló de cómo van a hacer el Poder 
Ejecutivo y el Banco de Previsión Social para preservar el interés e, inclusive, el derecho de los afiliados a 
estar informados y a hacer la mejor opción, sobre todo a la luz de lo que la propia República AFAP ha 
expresado: estamos en una situación donde a la abrumadora mayoría de los afiliados les conviene permanecer 
en el sistema de seguridad social. 


Quiero formular dos preguntas fundamentales. La primera y bien concreta es cuál fue el verdadero sentido de 
aprobar este decreto. Se supone que en la actividad gubernativa y a la hora de aprobar actos de carácter 
administrativo, los mismos no solo tienen que ser con arreglo a derecho sino que deben perseguir una 
finalidad concreta, que sea oportuna y conveniente. Desde ese punto de vista, quisiera que esto se 
fundamentara cabalmente. 


No quiero especular, pero francamente, con enorme honestidad intelectual, digo que me viene a la mente que 
eso se inscribe en ese contexto de tirantez que uno advierte que se ha dado dentro del propio Gobierno, entre 
el Banco de Previsión Social y el Ministerio, entre la representación del PP-CNT en el Directorio del Banco 
de Previsión Social con el Poder Ejecutivo, con la pasividad del Presidente del Banco, una pasividad más o 
menos cómplice; no lo sé. Por ejemplo, me remito a lo que ocurrió en el mes de abril, cuando se aprobó la 
memoria del año pasado de República AFAP y el propio representante del Banco de Previsión Social, en la 
asamblea que debía aprobarla, objetó al Presidente de República AFAF, doctor Héctor Olmos, hombre de 
confianza del Poder Ejecutivo porque acompañó la memoria con una nota donde hablaba de las bondades del 
nuevo sistema. Evidentemente, esta situación de tirantez y discrepancias de tipo ideológico supongo está 
planteada. 


Permítaseme, por lo tanto, al menos plantearme la duda acerca de que una decisión de estas características 
repito: cuya fundamentación política, más que jurídica no alcanzo a entender demasiado bien pueda tener que 
ver con esa situación que describo. 


En segundo lugar, más allá de que se pueda aceptar la motivación ahora escucharemos las explicaciones del 
Poder Ejecutivo, me preocupa mucho el otro aspecto: si se ha previsto yo no lo he advertido un adecuado 
asesoramiento, una adecuada información a todos los interesados, para que opten bien. Eso no lo reclama el 
Partido Nacional sino la propia República AFAP. 


Con esto pretendo simplemente centrar la discusión en el arranque; después, naturalmente los demás 
miembros de la Comisión formularán las preguntas que consideren convenientes y nosotros nos reservaremos 
para repreguntar, si lo entendemos conveniente y si el señor Presidente lo autoriza. 


SEÑOR MAÑANA.- Reitero la bienvenida al doctor Bruni y sus asesores. 


Lo mío no es una pregunta; en realidad, quiero marcar algunas apreciaciones, sobre todo, con respecto al 
decreto modificativo. El Decreto N* 281, de 9 de junio, en su redacción original, da la posibilidad de 
desafiliación al régimen mixto a determinados afiliados que optaron erróneamente por el mismo. Refleja lo 
que podríamos llamar jurídicamente una anulación de la afiliación que, según el inciso final del artículo 1* 
del decreto, tiene efectos retroactivos. Es decir que opera como si nunca hubiese existido la afiliación y, por 
tanto, se acreditan al afiliado o desafiliado los aportes nominales transferidos a las AFAP, traspasándolos al 
Banco de Previsión Social. No se descuentan los aportes de las comisiones de las AFAP ni la prima por 
seguro colectivo, porque al anularse la afiliación deben devolverse los aportes al afiliado como los realizó, 
sin ningún tipo de descuento. 


La rentabilidad plantea un problema. No corresponde al afiliado, puesto que si nunca existió el capital 
acumulado, tampoco puede tener rentabilidad, y no es de la AFAP, porque no puede ganar rentabilidad sobre 
un capital que no le pertenecía. La norma establece que esa rentabilidad pase al BPS, lo que no nos merece 
ningún tipo de objeción. Sin embargo, el artículo 1” del Decreto N* 291/008, de 16 de junio el decreto 
modificativo anula la desafiliación con efecto retroactivo, pero en el artículo 3” se realizan descuentos a lo 
aportado por concepto de comisión y seguro colectivo, como si dicha desafiliación no fuera retroactiva. Esto 
nos parece una incongruencia que beneficia exclusivamente a las AFAP en detrimento de los intereses de los 
afiliados, y los perjudica al transferirse menos ahorro acumulado al BPS al descontarse la comisión de la 
AFAP y el seguro colectivo, lo que pudiera aumentar la deuda del afiliado con el BPS. En definitiva, el 


afiliado está pagando a las AFAP por una actividad que no lo benefició, ya que la rentabilidad es transferida a 
un tercero, en este caso, al Banco de Previsión Social. 


Simplemente quería manifestar eso y conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Hay varios aspectos a 
considerar en los planteos de los dos Diputados que me precedieron en el uso de la palabra. Vamos a 
tratar de contestar una por una si es que las anoté todas; alguna se me pudo haber escapado las 
interrogantes que se nos formulan. 


Sinceramente, no entiendo lo de la tensión ideológica existente respecto de este tema. No sé si se refiere a 
una tensión ideológica en el Gobierno, a una tensión ideológica del Gobierno con el PPECNT; no sé a qué 
tensión ideológica se puede estar refiriendo el señor Diputado Pablo Abdala. Se ha dicho también en la 
prensa que este decreto podría estar fundamentado en la cercanía ideológica con respecto a la visión que se 
tiene de las AFAP. Sobre eso, lo único que digo es que basta considerar tres aspectos. En primer lugar, los 
decretos poco tienen que ver con la solicitud que hizo el PICNT. Son dos cosas bastante diferentes. Si 
nosotros observamos las 9.000 firmas de solicitud de desafiliación, tenemos personas mayores y menores de 
40 años; no hay un estándar, sino varias situaciones que no fueron contempladas por el decreto del Poder 
Ejecutivo, que refiere exclusivamente a los que se llama régimen de transición, a los mayores de 40 años que, 
no teniendo obligación de afiliarse, lo hicieron en su oportunidad. 


En cuanto a la tensión ideológica en el Gobierno, sinceramente, no la he visto. Este es un decreto que se ha 
firmado en armonía con el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Lo que ha salido a la luz pública es la posición del PP-CNT que, al igual que las organizaciones de jubilados, 
tiene legítimo derecho a discrepar, como lo ha hecho permanentemente, desde su creación, con el sistema de 
ahorro individual. 


Sinceramente, no he visto tirantez. En su momento, me tocó actuar como Ministro interino y lo hablé 
perfectamente con el Ministro Interino de Economía y Finanzas y también con el titular. 


Si la tirantez es con el PP-CNT, basta analizar la solicitud y el decreto para ver que hay una distancia 
bastante considerable entre lo que fue la petición y lo que es el decreto. 


En segundo término, si algo demuestra lo que digo es la carta que acaba de mandar el PIT-CNT a la 
Presidencia de la República, discrepando profundamente con el decreto. Aquí estoy viendo una nueva 
discrepancia, un nuevo mojón, en este camino discrepante que tienen quienes patrocinaron la desafiliación es 
decir, el PP.CNT con la posición que luego adoptó el Gobierno. Eso en cuanto a la tirantez. 


También se habló del Presidente del BPS, del Presidente de República AFAP, del contacto con el delegado de 
los trabajadores. Ellos pueden tener perfectamente una opinión, no es tema nuestro. Lo nuestro es que acá 
hay un decreto firmado por el Gobierno, con la firma de los dos Ministerios competentes en la materia. 


Por otra parte, una de las motivaciones que ha tenido este decreto tratando de contestar las interrogantes por 
su orden es una razón de justicia o, por lo menos, de pretendida justicia; dentro de noventa o ciento veinte 
días veremos si teníamos razón o no. Lo que se ha orquestado en el buen sentido del término es dar la 
posibilidad de desafiliarse a aquellos que no tenían obligación de afiliarse, y en este decreto, al igual que en 
los anteriores en el Decreto N* 526, de 1996, no se dice nada pero sí en los de 31 de diciembre de 2004 y de 3 
de enero de 2000, se habla de errónea apreciación y de errónea evaluación, quizás producto esto no lo dice el 
decreto de malos asesoramientos. 


Por lo tanto, este es un hecho repetido, que se viene dando prácticamente desde el momento de la entrada en 
vigencia del sistema, allá por el 1? de abril de 1996. Y nos parece oportuno siguiendo una línea que no es 
exactamente la misma dar la oportunidad de solicitar la desafiliación a aquellos que pueden sentirse 
perjudicados. Esa es una razón de justicia, y fue lo que predominó muy claramente en la motivación del 
Poder Ejecutivo para dictar estos dos decretos. 


Repito y entro al tercer tema que se habla de erróneas evaluaciones, de malos asesoramientos, pero nunca 
hemos contradicho ese porcentaje del 96% que dio el doctor Olmos y que nos consta. No hemos entrado para 


nada en ese tema que no se cuestiona con los decretos. Tanto es así, que si leemos atentamente el último 
artículo del decreto, comprobamos que se da posibilidades a los afiliados de ser informados, de hacer los 
cálculos se los hará el BPS, y si al afiliado le parece que no lo perjudica, no se va a desafiliar. Si el afiliado 
entiende que lo perjudica, ratificará su desafiliación. Además, hasta se prevé el silencio: si no hay una 
respuesta, se considerará que no solicitó su desafiliación. No es posible dar mayores garantías que estas. 


Acá se está dando la posibilidad a los que puedan sentirse perjudicados de que se presenten ante el Banco de 
Previsión Social. El Banco les hace un estudio numérico, se los da a conocer y les da un plazo para que 
opinen si, a su leal saber y entender, los favorece o no. Si los favorece, probablemente se desafiliarán; si no 
los favorece, seguirán afiliados a la AFAP. Por lo tanto, no veo que se ponga en peligro. 


Por otra parte, no solo existe este procedimiento de garantía. Estamos hablando de 20.845 posibilidades 
ciertas de que se puedan desafiliar, en un universo de 781.756 afiliados que, a marzo de 2008, tienen las 
AFAP. Basta comparar estos números para ver que están todas las garantías para las AFAP y para los 
afiliados. Los números son muy diferentes: 20.800 contra 781.000, en números redondos. Además esos 
20.800 son un universo posible, porque luego de los cálculos, capaz que se desafilian dos, dos mil, ocho mil o 
el número que sea. Entonces, realmente, no solo no vemos peligro sino que vemos totales garantías para que 
no se vea afectado el sistema AFAP, que nunca hemos dicho que íbamos a afectar. Es pública y notoria la 
posición que algunos hombres del Gobierno tenemos sobre el sistema, pero también es público y notorio que 
este Gobierno ha repetido hasta el cansancio que no iba a cuestionar el sistema de las AFAP, que en materia 
de seguridad social iba a promover reformas parciales, como las que estamos promoviendo en materia de 
seguro de paro y de la flexibilidad de acceso a las jubilaciones, y como la que estamos promoviendo 
mediante este decreto que da la posibilidad de desafiliarse a los que se puedan sentir perjudicados luego de 
conocer los cálculos del BPS. No vemos cuál es el riesgo en un universo de algo más de 781.000 contra un 
número que va a ser notoriamente inferior a 20.000. 


En cuanto a las cifras que se han manejado, yo no dije exactamente que van a ser 6.000 los interesados. En la 
conferencia de prensa, a la salida del Consejo de Ministros, dije que podían ser 6.000, 7.000, 10.000 o 
menos; lo que pasa es que se tomó el primer número que dije, que fue el primero que se escuchó y habrá 
quedado en la mente de los periodistas. De inmediato, horas después, en entrevistas de prensa y en alguna 
nota que escribí, me referí a dos cifras. También debemos aclarar esto: 20.845 son aquellos mayores de 40 
años que están afiliados a las AFAP y están actividad. Hay otro universo más impreciso, que es de algo más 
de 30.300 personas, que son potencialmente afiliados, porque algunos se pueden haber jubilado, otros pueden 
no estar en actividad, etcétera. Por lo tanto, estamos ubicando las cifras en ese entorno. Aclaro por qué 
trascendió tan fuertemente la cifra de 6.000. 


Insisto porque me parece sustancial en lo de la errónea evaluación. Esto es voluntario; es decir, se van a 
desafiliar si les va mal en el cálculo; si no, supongo que no lo harán. No creo que nadie se vaya a desafiliar si 
el cálculo no le es positivo, luego de obtener la información correspondiente, tal como está establecido en los 
dos decretos, si mal no recuerdo. Están establecidos la información y el silencio como consecuencias del 
desestimiento 


Por lo tanto, las garantías están absolutamente expresadas, tal como lo estuvieron en los decretos anteriores. 
Podremos discrepar con los decretos anteriores; por supuesto que sí. Acá estamos hablando de todas esas 
garantías y de esos números, que son muy claros, para expresar cuál es el objetivo de este decreto, que de 
ninguna manera implica cuestionar, por una vía lateral, a las AFAP. Si hubiéramos querido hacerlo, 
hubiésemos entrado a actuar de otra manera, y nos podemos referir a eso. 


Se reiteran las figuras de los decretos anteriores, pero observen las diferencias. El decreto N* 465, de 2004, se 
dictó el 30 diciembre de 2004 y fue publicado el 5 de enero de 2005; es decir, sin considerar días hábiles o 
inhábiles, siete días después. Transcurrieron el 31 de diciembre y el 1” de enero días prácticamente sin 
actividad, el 5 de enero se publica y se da cinco días a los que se quieran presentar. Cinco días. El Decreto 

N* 526, de 1996 el primero, se dictó el 31 de diciembre. Uno se dicta el 30 de diciembre de 2004 y el otro el 
31 de diciembre de 1996, fechas muy significativas para un tema de tanta trascendencia. El Decreto N* 526 
fue publicado el 14 de enero pero se refería solamente a los que ya habían solicitado la desafiliación. El 
último decreto, el N* 1, de 2000 al decir N* 1 ya estamos viendo que es el primer decreto del año, se dicta el 3 
de enero de 2000. 


Son fechas muy significativas para dictar decretos, pues todos sabemos que la atención de la sociedad no está 
absolutamente dirigida a ese tipo de temas. Además, esos decretos se refieren a situaciones anteriores y 
apenas se dan cinco días para tomar una decisión de tanta trascendencia. Este decreto que acabamos de 
publicar no solamente no se refiere a los que solicitaron la desafiliación sino que da tres meses para que 
puedan solicitarla comparen con los cinco días del decreto anterior y, además, establece todas las garantías a 
que me referí. Por lo tanto, se podrá discrepar en cuanto al contenido pero, en la medida de lo posible y desde 
nuestro punto de vista, sinceramente es un decreto irreprochable en cuanto a su objetivo, a las garantías que 
se han dado, a los plazos y a los procedimientos establecidos. 


Por supuesto, ha habido reacciones. No conozco las del Presidente de República AFAP; he estado fuera del 
país, capaz que no me enteré. Además, no sé si le corresponde y ¡cuidado!, no es ningún menosprecio para 
nadie, menos para una persona como el doctor Olmos, a quien conozco mucho y me siento honrado con su 
amistad. Pero no sé si a un presidente de una AFAP, que además está integrada por el Banco República y el 
BPS, le corresponde tener alguna reacción, y, reitero, no sé sí la tuvo. Desde el punto de vista estrictamente 
legal no creo que a un presidente de una AFAP le pueda corresponder alguna reacción, cuando depende 
directamente del Banco República y del BPS. Insisto: me honro con su amistad y sé del conocimiento que 
tiene el Presidente de República AFAP sobre de estos temas. 


Las reacciones pueden ser muchas y siempre puede haberlas, negativas o positivas, concordantes o no con lo 
que el Gobierno ha dicho. Las del PITCNT han sido públicas; me las manifestaron a mí y a los compañeros 
no sé si al doctor Rodríguez, pero si al señor Baz pero, además, está esa carta que acaban de enviar al Poder 
Ejecutivo, que llegó a mi poder en la tarde de ayer. Están en su sano derecho. Además, el PIT-CNT, desde la 
aprobación de la Ley N* 16.713, fue enormemente crítico del sistema AFAP. Y yo también lo he sido, pero 
también he dicho y lo vuelvo a repetir que la crítica que personalmente pueda tener con respecto al sistema 
AFAP no me lleva a actuar en contrario de lo que el Gobierno ha decidido. El Gobierno no ha querido atacar 
a las AFAP, pero sí ha querido dar a aquellos que se hayan sentido perjudicados una vía para que inicien un 
procedimiento administrativo, con todas las garantías, e insisto en la irreprochabilidad del decreto desde este 
punto de vista y en cuanto a los plazos que se otorgan, muy diferente a lo que se hizo anteriormente. 


El señor Diputado Pablo Abdala preguntaba cuál fue el objetivo y yo creo que he tratado de explicarlo. 


La segunda pregunta del señor Diputado era si hay un asesoramiento previsto. No quiero perder tiempo, pero 
me voy a permitir leer el inciso segundo del artículo 5” del Decreto N* 281/008, que dice: "Una vez que el 
afiliado efectúe su opción, para lo cual dispondrá de un plazo de diez días hábiles desde la notificación de 
información referida en el inciso precedente, el Banco de Previsión Social comunicará a la AFAP 
correspondiente que realice la respectiva transferencia, incluyendo la rentabilidad, dentro de los plazos 
establecidos en el artículo 3* de este decreto. El silencio del afiliado se interpretará como desestimiento [...]", 
etcétera. 


Me subraya el doctor Rodríguez que el Banco informará a la persona. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- El señor Diputado Mañana plantea una interrogante a partir de que 
considera que uno de los efectos de este mecanismo de desafiliación es la nulidad de la opción. La 
nulidad de un acto jurídico o de una decisión supone la ficción jurídica de imaginarnos que no ha 
ocurrido, que no ha tenido virtualidad jurídica. Yo creo que en el caso concreto no se trata 
específicamente de una nulidad, por cuanto traería aparejadas las consecuencias que señalaba el señor 
Diputado en la pregunta, respecto de las comisiones que cobra la AFAP así como la retención que hace 
en relación con la prima del seguro colectivo. En realidad, es una solución "sui generis", que recoge las 
diferentes experiencias que relataba el doctor Bruni en materia de desafiliación de las AFAP. Me 
refiero a los decretos que se mencionaban de los años 1996, 2000, 2004 y también a uno de 2005 relativo 
a un mecanismo de desafiliación para los Magistrados y miembros del Poder Judicial previsto en el 
artículo 146 de la Ley_N” 17.738, de reforma del sistema jubilatorio de la Caja Profesional. Allí se 
establece un mecanismo de desafiliación. El decreto reglamentario N* 413, de 2004, también establece 
este tipo de solución que no es específicamente de nulidad sino de asignar efecto retroactivo en todo 
aquello que se puede volver hacia atrás de esta opción. Por tanto, tiene las consecuencias parciales, no 
totales que tendría una nulidad. 


En definitiva, se trató de buscar una solución de carácter práctica, en la que los actores que intervienen en el 
sistema previsional esto es, el Banco de Previsión Social, el Banco Central del Uruguay y las 
Administradoras de Fondos ya tenían experiencia y, en cierto sentido, había una jurisprudencia en esta 
materia. Por tales circunstancias, esta forma de instrumentación que señalaba el doctor Bruni pareció ser la 
más acertada para reflejar esa voluntad política. No se buscó innovar en esta materia. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a hacer algunos comentarios de la manera más breve posible, 
porque no quiero monopolizar la palabra; no corresponde, porque seguramente los demás compañeros 
quieran formular algunas apreciaciones. 


Con relación a las respuestas que daba el señor Subsecretario, voy a hacer algunas aclaraciones y a formular 
nuevamente algunas preguntas. 


Quiero aclarar que, cuando hablé de eventual tensión ideológica o de que esa situación estuviera 
condicionando esta decisión, no me referí necesariamente al cerno o al riñón del Poder Ejecutivo, en cuanto a 
que este decreto lo firman el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, que notoriamente en el pasado, por lo menos expusieron ciertas apreciaciones diferentes con 
relación al sistema de las AFAP. Incluso, el doctor Bruni es un ejemplo elocuente en el sentido de que ha 
separado me parece legítimo y coherente su visión personal, histórica, de su sentido institucional con relación 
a este tema, en función de que integra un gobierno que definió una posición clara, y hablo de gobierno en el 
sentido de Poder Ejecutivo. Yo no apuntaba a eso, sino al gobierno en su acepción más amplia o en el sentido 
más complejo, incluyendo dentro del gobierno al Banco de Previsión Social y a República AFAP. 


Desde ese punto de vista, creo que es notorio que ha habido episodios y yo diría demostraciones claras de que 
hay opiniones distintas de carácter institucional. Aquí no estamos hablando de la opinión del PIT-CNT; por 
supuesto que separo todo lo que tiene connotación de organización gremial o social. Me estoy refiriendo a los 
distintos niveles de la Administración, y es notorio que eso es así. 


Mencioné recientemente las discrepancias del Banco de Seguros del Estado con el doctor Olmos. El doctor 
Bruni hacía referencia a eventuales reacciones del doctor Olmos con relación al decreto. Francamente, no sé 
si tuvo reacciones con posterioridad al decreto; sí sé que las tuvo con relación a la campaña previa al decreto, 
lo que en algún sentido es lo mismo. Por ejemplo, aquí tengo declaraciones que ya son viejas, que tienen 
algunos meses, con relación a la campaña de firmas que impulsaba el PIT-CNT, donde el doctor Olmos y no 
sé francamente si no está dentro de sus competencias o prerrogativas hacerlo dijo concretamente que 
respetaba todas las posiciones contrarias al sistema, pero calificó de campaña injusta la que se estaba 
llevando a cabo con relación a la recolección de firmas. 


Me llama la atención que se diga que no hay vinculación entre los decretos y las firmas que fueron 
presentadas, entre otras cosas, porque el propio visto de los decretos las menciona. Dice: "VISTO: las 
solicitudes de desafiliación al régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio [...]". Yo solo conozco 
como solicitudes las 9.000 firmas creo que ese es el número que se presentaron al cabo de esa campaña. 
Capaz que hay otras, pero como no tomaron estado público no las conozco; por eso vinculé esas miles de 
firmas que fueron presentadas. Además, de los comentarios de los actores surge claramente que esta 
referencia a las solicitudes de desafiliación son las mismas que se expresaron en las firmas que se 
recolectaron, porque en todo caso asumen paternidad con relación a eso tanto el PIT-CNT como la ONAJPU 
y el propio Director Ariel Ferrari, representante de los trabajadores en el Banco de Previsión Social. Así que 
parecería que alguna vinculación hay, salvo, repito, que aquí se hayan superpuesto solicitudes que tienen 
orígenes diferentes. 


En cuanto a la motivación y a los malos asesoramientos o errores de información del pasado, me consta, 
porque lo dice sin duda uno de los resultandos de este decreto, que el primer antecedente, el del año 1996, 
estaba fundado en eso, y yo planteé la duda en cuanto a que este estuviera fundado en eso o no, entre otras 
cosas porque este mismo decreto no dice fundarse en esa circunstancia. Entonces, vuelvo a preguntar: si se 
funda en esa circunstancia, ¿cómo llegó el Poder Ejecutivo a la conclusión de que todavía subsisten 
situaciones de malos asesoramientos o informaciones erróneas, que estarían conduciendo a la necesidad de 
habilitar esa nueva opción? Creo que mi pregunta tiene asidero en la medida en que, repito, los fundamentos 
de este decreto no del decreto de 1996 no lo dicen. 


En cuanto a los asesoramientos, yo leí todo el decreto y, por supuesto que leí el artículo 5%. Capaz que hay 
ojalá una dificultad de redacción; por supuesto, también admito la posibilidad de que yo no lo haya entendido 
bien o lo haya interpretado mal. El artículo 5” si bien establece un mecanismo para informar al interesado, se 
remite al artículo 2” que, por lo que yo pude apreciar, no habla de la rentabilidad o de la proyección de lo que 
un sistema u otro pueda arrojar como consecuencia en la suerte de cada administrado a la hora de jubilarse, 
sino de la forma de calcular los aportes personales que el afiliado debe reintegrar al Banco de Previsión 
Social. Capaz que se me dice que eso también incluye, por extensión o por accesión, el cálculo de cuál será la 
situación de cada administrado en el futuro, según esté en un sistema u otro, pero no parece expresarlo el 
decreto. Por eso, admítaseme, por lo pronto, la duda razonable en cuanto a que no ha sido cabalmente 
previsto por lo menos desde el punto de vista normativo, que los interesados van a recibir un asesoramiento 
con relación a qué les va a pasar el día en que se jubilen, si se van a jubilar mejor por un sistema o por otro, 
porque repito aquí la referencia es al artículo 2”, que tiene que ver con los aportes personales. 


Incluso, el inciso segundo del artículo 5” que leyó el doctor Bruni habla de la rentabilidad pero, curiosamente, 
el estudio de rentabilidad se hace después de que el administrado hace la opción; entonces, capaz que ya es 
un poco tarde para que pueda revocar o reconsiderar esa decisión. 


Finalmente, creo que la circunstancia de que estemos en una situación en la que apenas según se dice estarían 
involucrados 28.000 en un universo de 700.000 no es argumento suficiente como para no preocuparnos y no 
velar todos, el Poder Ejecutivo primero que nadie pero también quienes estamos en la oposición, por la suerte 
de esas personas. Creo que el análisis no es cuantitativo; alcanzaría, teóricamente, con que hubiera un solo 
administrado pero estamos hablando de más de 28.000 que estuviera en una situación de exposición o de 
riesgo a la hora de tomar una decisión que, si no está precedida por un adecuado asesoramiento, lo pueda 
conducir a una consecuencia negativa. Estoy seguro de que el doctor Bruni coincide con este análisis pero, 
repito, me parece que la circunstancia de que se trate de una virtual minoría no debe llevarnos a menospreciar 
la necesidad imperiosa de administrar adecuadamente estos intereses y de arbitrar todos los mecanismos para 
que estas personas salgan bien y no mal. 


Agradezco mucho al doctor Bruni sus explicaciones, sin perjuicio de lo cual tal vez en una segunda 
intervención me pueda aclarar las dudas que replanteo; en otros aspectos, de pronto puedo admitir que tomo 
por bueno que algunas de las explicaciones que ha dado son las que están detrás de esta decisión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El señor Diputado Pablo 
Abdala insiste en la notoriedad de ciertas tensiones. Yo no las voy a desmentir ni a ratificar; si 
existieron, por lo menos en los resultados no se aprecian, y lo que me interesa analizar son resultados 
que hubieran podido surgir como consecuencia de las medidas del Gobierno. 


Por otra parte, por ser integrante del Gobierno tampoco pretendemos la unanimidad; nos preocuparía mucho 
que acá viniera la orden y no se pudiera discrepar, pero admitamos por un momento la hipótesis de que hubo 
grandes discrepancias no estoy diciendo que hayan existido y enormes tensiones ideológicas. El resultado ha 
sido muy coherente; no he visto después del resultado esas tensiones. Lo que quiero analizar, entonces, son 
resultados, cosas concretas, más allá de las notoriedades que pueden haber existido o no respecto a tensiones 
ideológicas intragobierno o entre el gobierno y otros sectores de la sociedad. 


No voy a insistir en lo del doctor Olmos, porque no me gusta. Con respecto a competencias para opinar, 
podría argumentar que se puede opinar antes o después de un decreto, pero me parece que le estamos 
haciendo mucho mal al doctor Olmos, que no se lo merece. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- ¿Por qué el Gobierno tomó la 
decisión? Me parece que el hecho de que existan 9.000 firmas solicitando la desafiliación de las AFAP 
algo demuestra. No son dos ni diez; son 9.000, y según tengo entendido, hay alguna más, y el señor Baz 
puede abundar en ese sentido. 


Es un tema que ha signado, de alguna manera, a la sociedad en materia de seguridad social, en Uruguay y en 
la región. Es un tema fuertemente politizado en el buen sentido del término y si a eso le agregamos 9.000 


firmas, y los antecedentes de decretos anteriores, yo digo: ¡Caramba! Tendría que ser muy insensible un 
gobierno para no dar la posibilidad. ¡Cuidado! No estoy hablando de que los desafiliemos sino de dar la 
posibilidad a quienes se presentan de que lo analicemos; si les conviene se hará, y si no, no. No quiero hablar 
de irresponsabilidad del gobierno pero por lo menos demostraría una enorme insensibilidad ante un tema que 
no podemos ignorar, que tiene el antecedente de las 9.000 firmas y alguna más que por ahí anda. 


Me parece que no hubiera sido correcto que el Gobierno se hubiera hecho el distraído. Podría haber sido 
criticado por no haberse hecho el distraído y luego actuar arbitrariamente: "Bueno, vamos a dar diez días". 
No, estamos dando noventa días para que se desafilien o no, y va a primar la voluntad del afiliado, luego de 
la información que se le va a otorgar. 


Hubo una imprecisión en las cifras. El señor Diputado Pablo Abdala se refirió a más de 28.000. Yo hablé de 
dos cifras: 20.845 y 30.330, pero no importa; lo digo para que conste en la versión taquigráfica. 


SEÑOR BAZ.- Quiero hacer dos pequeñas anotaciones. La primera tiene que ver con las firmas. 
Efectivamente, hay un núcleo central que son las 9.000 firmas presentadas institucionalmente por el 
PIT-CNT ante el Banco de Previsión Social, que las trasladó al Poder Ejecutivo, pero durante mucho 
tiempo, prácticamente desde la aprobación de la Ley N” 16.713, ha habido solicitudes de carácter 
individual o, de repente, de carácter colectivo pero con una escasa cantidad de firmas, tanto ante el 
Banco de Previsión Social como ante el Banco Central del Uruguay. Esas solicitudes de carácter 
individual eran respondidas sistemáticamente por los organismos correspondientes diciendo: no hay 
normativa que ampare a conceder lo que solicitaba la persona que se presentaba. Por lo tanto, como 
decía el doctor Bruni, no podemos ignorar lo que implican 9.000 firmas presentadas conjuntamente, 
pero más allá de eso, cuando el decreto alude a las solicitudes de desafiliación se refiere también a otra 
cantidad de firmas, cuyo número honestamente no puedo determinar, pero sabemos que al cabo de los 
años han sido unas cuantas. 


El segundo punto era el siguiente. Las diferencias que sobre los aspectos de seguridad social hay en el seno 
del Poder Ejecutivo no son un secreto; no hemos pretendido ocultarlas en ningún momento. Felizmente, 
como decía el doctor Bruni, tenemos distintas visiones sobre determinados aspectos que hacen a la seguridad 
social. Esas distintas posiciones se vieron reflejadas en el denominado Diálogo Nacional sobre Seguridad 
Social, del cual participaron una serie de representantes de organismos integrantes del Gobierno, así como de 
una cincuentena de organizaciones sociales, políticas, académicas, de organismos internacionales, etcétera. 
En ese Diálogo, que ustedes conocen y que se desarrolló a lo largo de nueve meses, esas posiciones salieron a 
la luz, se dieron claramente a conocer, se discutieron y se arribó a conclusiones muy concretas, que están 
reflejadas en documentos, y hoy en día algunas de ellas se están traduciendo, tal cual lo solicitara el 
Presidente de la República, en normas concretas. 


Por lo tanto, el hecho de que pueda haber personas del Gobierno que discrepen respecto a cuál debe ser el 
camino a seguir sobre tal o cual aspecto concreto de la seguridad social, para el caso el régimen de dos 
pilares instituido por la Ley_N” 16.713 no es relevante, porque como dice el doctor Bruni, a la hora de actuar, 
el Poder Ejecutivo lo hace como está reflejado en el decreto: con una sola opinión. Y esa opinión refleja no 
solo una inquietud de parte de un núcleo importante de la ciudadanía sino también la opinión efectiva del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que la preocupación que manifiesta el señor Diputado Pablo Abdala en 
el sentido del alcance que tiene la obligación del Banco de Previsión Social respecto de la información 
es absolutamente compartida por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es absolutamente 
compartible que se debe brindar atención al administrado, en este caso, al afiliado que quiere saber 
acerca de la conveniencia o no de permanecer dentro del régimen mixto o de desafiliarse y retornar, 
consecuentemente, a su estatuto jubilatorio. Entiendo que del propio decreto surge esa preocupación, 
por cuanto en los considerandos del Decreto N* 281, de 2008, se hace referencia a la errónea valoración 
financiera como fundando la decisión política que está reflejada en esa norma. 


Naturalmente, para analizar si una decisión fue errónea desde el punto de vista del afiliado, debemos tomar 
en consideración, por una parte, qué beneficios y qué derechos le da permanecer dentro del escenario de un 
régimen mixto con un componente público y un componente privado, a la luz del fondo de ahorro previsonal 


ahorrado hasta la fecha, y sin perjuicio de poder hacer, inclusive, una proyección sobre la base de 
determinados escenarios de cuál sería el monto de las prestaciones que hubiera recibido esa persona si 
hubiese permanecido en el régimen de transición o en el antiguo régimen. Creo que una lectura del decreto, 
en particular, del artículo 5%, que hace referencia al artículo 2", podría llevarnos a la conclusión de que brindar 
información se refiere exclusivamente a la deuda que debe cancelar el afiliado para hacer efectivo ese 
retorno, pero creo que el espíritu que uno puede advertir en el contexto del decreto es tratar de buscar una 
solución que sea conveniente para el afiliado. Esto es: entiendo yo, que el Banco de Previsión Social, como 
es en definitiva su responsabilidad institucional y me consta que es así en la práctica, brinda al afiliado toda 
la información disponible. En definitiva, puede perfectamente hacer una estimación del monto de la 
prestación si retorna al régimen de transición o al antiguo régimen, en su caso, y naturalmente podrá hacer 
una estimación también de cuál sería el beneficio que obtendría de permanecer dentro del régimen mixto. 
Además, está la información que van a brindar las administradoras de fondos, que frente a esta normativa 
también pueden tener un rol relevante, en el sentido de contribuir al mayor esclarecimiento de la situación y 
de mostrarle otra arista, otro perfil, una información que ponga de manifiesto otros aspectos, en función de la 
expectativa de retiro que pueda tener la persona es decir, si tiene proyectado permanecer en actividad o no al 
momento de configurar la causal, de la trayectoria desde el punto de vista de sus ingresos, y lo que puede 
incidir un ingreso relevante en el monto de la prestación. 


Yo creo que, en definitiva, se entiende que el mecanismo que se habilita a través de este decreto no solamente 
desencadena los servicios de información propios que debe prestar el Banco de Previsión Social sino también 
los que pueden brindar las propias administradoras. En última instancia, el afiliado, con toda esa información 
a al vista, con un plazo razonable, prudente, para que ejerza esa opción, podrá tomar una decisión 
responsable que atienda, precisamente, sus intereses. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero hacer dos o tres puntualizaciones, con la premisa de que estoy de acuerdo 
con el decreto sancionado, pero me parece que son importantes para integrar este intercambio que 
estamos realizando en el día de hoy. 


No voy a pretender hacer un "racconto" de la historia de este tema al menos de lo que yo conozco desde la 
implementación del nuevo sistema, aprobado en 1995 y que entró en vigencia en 1996, pero me parece 
importante destacar algunos elementos de referencia. 


En primer lugar, el decreto de 2004 en ese momento integrábamos la Comisión de Seguridad Social de la 
Legislatura anterior tuvo una vigencia fugaz, de apenas cinco días, y su validez fugaz se debió, entre otras 
cosas, a que la gente que se presentó en ese momento a averiguar su condición para luego desafiliarse fue 
mucho más de la que se calculaba; eso lo dejamos de manifiesto y consta en versiones taquigráficas del 
momento. Recuerdo perfectamente bien que ninguna de las organizaciones que se han mencionado aquí 
ninguna planteó otra cosa que no fuera lo que hicimos nosotros: reclamar más tiempo a efectos de que los 
involucrados pudieran tomar una decisión, a sabiendas de las condicionantes que estaban implicadas. En 
aquel momento estoy hablando del año 2004, a ocho años de vigencia del sistema, no se asoció al reclamo en 
cuanto a la brevedad del período la ampliación de la posibilidad de desafiliación de otros afiliados a las AFAP 
que no fueran los mayores de 40 años al año 1996. Francamente, no lo recuerdo; no me consta. 


Yo no sé si todos los presentes saben que, desde un principio, participé en el llamado Movimiento de la 
Seguridad Social, que pretendía no establecer una posición cerrada contrariamente al sistema sino la 
necesidad de discutir mucho más profundamente, con más tiempo, con más interlocutores, una reforma al 
sistema de seguridad social que considerábamos importante, imprescindible, pero no como la que se aprobó. 
El Movimiento, que ustedes seguramente recordarán, buscaba que la ciudadanía definiera si estaba de 
acuerdo o no con el nuevo sistema, cosa que no se logró concretar por razones que no viene al caso detallar. 
Me interesaba resaltar que en ese momento año 2004 no hubo ningún punto que fuera más allá de los 
comentarios acerca de la perentoriedad de ese lapso de cinco días para hacer la opción de desafiliarse o no. 


En segundo término, la posición que estoy manifestando aquí la he dicho en todos los lugares donde hemos 
tenido oportunidad de manifestarla. Como se han mencionado posiciones discrepantes, por ejemplo, de 
organizaciones sociales, del PIT-CNT que, dicho sea de paso, tiene absolutamente todo el derecho a 
formularla, yo quería aclarar que lo mismo que estoy diciendo acá lo dije frente a una delegación del equipo 
de representantes de los trabajadores así se denomina en el Banco de Previsión Social. 


En tercer lugar, cuando hablamos del sistema de seguridad social en Uruguay, podríamos precisar que es un 
sistema que se venía implantando en varios países y que se siguió implantando luego en otros países de 
América Latina. Vale la pena recordar que el primer avance se dio en 1981, en Chile, en plena dictadura de 
Pinochet, y no fue casualidad. Yo no estoy diciendo con esto que el sistema que se aprobó acá haya sido un 
reflejo fiel de aquel otro; fue un reflejo de acuerdo con las condicionantes que se daban en el país en ese 
momento. El espíritu que se recogía era el mismo; la concreción fue distinta, porque las condiciones del país 
en ese momento, año 1995, eran diferentes a las de Chile en 1981. 


Ahora bien, yo creo que si hablamos de reformas al sistema de seguridad social, habría que hacer un esfuerzo 
de contextualización, y no digo que los planteos que se hayan hecho fueran incorrectos, porque me parecen 
absolutamente válidos. ¿Por qué hablo de contextualizar? El doctor Bruni mencionaba al pasar algunas cosas 
que ni siquiera se agotan en lo que él dijo; habló de algunos proyectos que el Poder Ejecutivo va a enviar 
próximamente al Parlamento relativos a reformas al sistema de seguridad social, modificado por la Ley 

N?* 16.713 en muchos aspectos. 


En relación con esto, quiero decir algo que he repetido muchas veces. No creo que haya mediado la intención 
de nadie pero, cuando se aprueba la reforma de 1995, que entró en vigencia al año siguiente, se popularizó y 
no lo digo en términos peyorativos que se estaba creando el sistema de las AFAP, cosa que obviamente era 
cierta, pero solo en parte, porque al mismo tiempo se estaban modificando elementos sustanciales en cuanto a 
los beneficios que regían hasta el momento de la aprobación de la ley. Cito un solo ejemplo. ¿Cuánto hace 
que se viene hablando y ahora se va a concretar, después de un estudio serio efectuado por la Comisión 
Sectorial integrada por varios organismos del Gobierno de la necesidad de rebajar los años efectivamente 
trabajados y registrados en el Banco de Previsión Social, volviendo a los treinta años que estaban vigentes en 
el momento en que se aprobó la Ley N* 16.713? La pregunta es: ¿eso no se debería inscribir dentro de una 
modificación del sistema? 


Insisto: no me estoy refiriendo al planteo efectuado por los señores legisladores del Partido Nacional. Estoy 
hablando de que cuando analizamos este tipo de problemas u otros, siempre conviene inscribirlos en un 
contexto mayor, más abarcativo, porque además estos pasos que se van dando forman parte de un proceso 
gradual. Naturalmente, no debe pasar inadvertido que prácticamente durante todo el año 2006 y buena parte 
de 2007 se efectuó un debate sobre seguridad social como nunca se había hecho en el país, con la 
participación de interlocutores de diversa procedencia, que dieron allí su opinión. El propio Presidente de la 
República manifestó en un acto realizado en el Edificio Libertad que las conclusiones iban a pasar a 
Presidencia de la República, a los efectos de ir procesando, gradualmente, nuevas reformas al sistema. Eso 
está en proceso de gestación. De alguna manera, las medidas o los proyectos que menciona el doctor Bruni 
que no se refirió a lo que yo estoy diciendo porque contesta expresamente las preguntas que se le formulan, 
que van a ingresar al Parlamento, son una especie de avanzadilla se dijo así, aunque el término de repente no 
sea el más adecuado de otras modificaciones al sistema, producto, precisamente, de un estudio profundo de 
las conclusiones surgidas del debate que se produjo durante casi un año. 


De manera que esto de hoy no descarta un análisis más profundo y nuevas modificaciones al sistema en el 
futuro, sobre lo cual no adelantamos opinión; están allí las conclusiones y cada uno tendrá su posición al 
respecto. Imagino no tengo la información precisa y no se lo quiero preguntar al señor Ministro porque me 
consta que todavía no hay una determinación que después de concluido el debate y después de que el señor 
Presidente de la República tenga en sus manos esas conclusiones, verá qué pasos da desde el punto de vista 
del procesamiento futuro; tengo entendido que al día de hoy me corrigen el Subsecretario y el Director de 
Seguridad Social, si me equivoco no se ha establecido en qué ámbito se va a continuar. En todo caso, no es 
un detalle demasiado importante, porque es seguro que va a tener una prosecución, lo que da la pauta del 
gradualismo que se definió desde un principio para ir modificando el sistema de seguridad social y hacerlo 
más justo, más equitativo. 


Por último, me parece importante la referencia que se ha hecho respecto a la importancia de la información, y 
efectivamente se refirieron a eso las autoridades de República AFAP, cuando estuvieron en esta Comisión. 
Acá se ha explicado bien lo que dice el decreto en cuanto a las garantías y se ha dicho que quien tenga la 
voluntad, por lo menos, de informarse, tiene abierto el espacio institucional para hacerlo y tomar una decisión 
dentro un plazo notoriamente más extenso que el dado en 2004; eso parece bastante evidente. 


Ahora bien, la pregunta que yo me formulo es si eso es suficiente o, de repente, habría que dar algún paso 
más. Hace un tiempo tuve una conversación con el doctor Olmos, con el cual también tengo una buena 
relación no lo conozco tanto como el doctor Bruni, pero aprecio su calidad personal, y hablando de estas 
cosas no me hizo ninguna referencia a esto que voy a comentar ahora, no obstante lo cual creo que no sería 
desdeñable considerar la posibilidad que voy a plantear. Capaz que esto ya se hizo y si es así, me corrigen. 


Todas las AFAP las cuatro existentes en este momento tienen una comunicación que se supone que es fluida 
con sus afiliados creo que esto se corrigió respecto a lo que fue en los primeros años, que tiene que ver 
fundamentalmente con la llegada de los estados de cuenta, etcétera. ¿Por qué digo esto? Porque creo que no 
estaría de más que, una vez que se emite un decreto que involucra a los afiliados de las AFAP, que son los 
dueños de los dineros depositados allí, se les informe a los afiliados involucrados, a efectos de que sepan qué 
pasos deben dar. Es algo que las AFAP pueden hacer perfectamente. 


SEÑOR MAÑANA.- ¡Muy bien! 


SEÑOR BLASINA.- Me parece que es una medida adicional que se puede tomar porque cada cuenta 
individual, sea en la AFAP que fuere, cuenta con los antecedentes de la afiliación, y de allí surgiría 
clarísimamente cuáles de sus afiliados en ese momento eran mayores de 40 años. Hay que tener en 
cuenta que en aquel entonces, se hizo una campaña que no tuvo límites en el manejo de la rentabilidad 
y demás. Eso está registrado en cada cuenta. Entonces, podría canalizarse una información 
complementaria, que serviría de mucho y sería muy directa; porque una cosa que puede suceder, más 
allá de las precauciones que determina el decreto, es que quede gente sin enterarse y se agoten los 
plazos. Esto a veces sucede sin que medie la intención de nadie. No sé a través de qué mecanismo no me 
introduzco en eso ni quién debería tomar la iniciativa, pero esta podría ser una buena forma de 
precaverse de esta circunstancia. Insisto, por la razón sustancial de que los afiliados son los dueños de 
sus dineros, tienen todo el derecho del mundo a estar enterados de las determinaciones que se toman, 
mucho más si son a nivel del Poder Ejecutivo, acerca de su situación o de una situación que los puede 
involucrar. 


SEÑOR MAÑANA.- No quiero entrar en un debate de carácter jurídico porque, además, seguramente, 
no voy a tener la posibilidad de discutir sobre este tema en las mismas condiciones que el doctor Álvaro 
Rodríguez, pero sigo pensando que este decreto implica una anulación de la afiliación. Me baso en que 
el inciso final del artículo 1” establece que la desafiliación deberá ser autorizada por el Banco Central 
del Uruguay y tendrá a todos los efectos carácter retroactivo a partir del 1” de abril de 1996 o de la 
fecha en que hubiera comenzado a regir la afiliación. Dice que tendrá "a todos los efectos carácter 
retroactivo". 


Vuelvo a insistir en que me parece un perjuicio para el afiliado que se vaya a desafiliar de las AFAP, el hecho 
de que esos dineros que, como muy bien decía el señor Diputado Blasina, son de su propiedad no sean 
volcados totalmente como aportes al Banco de Previsión Social, lo que, además, como dije anteriormente, 
puede significar un aumento de su deuda con el Banco. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer algunos comentarios generales, a modo de conclusión, y 
una pregunta concreta sobre un tema que aún no se ha mencionado. 


En cuanto a las prerrogativas de la oposición por supuesto, lo digo sin el ánimo de iniciar ni de prologar una 
polémica, bastaría con que tuviéramos la inquietud de discutir sobre el alcance de estos decretos con el Poder 
Ejecutivo para que esto se pudiera concretar; estoy seguro de que eso lo compartimos todos 


Por supuesto que las cosas deben ubicarse en su debido contexto, y creo que cada uno de los legisladores que 
hemos intervenido lo hemos intentado. Yo lo ubico en un contexto muy concreto, que es el marco político a 
que hice referencia en mis intervenciones anteriores. De cualquier manera, me pareció muy interesante lo que 
planteó el señor Diputado Blasina con relación a que esto podría estar indicando el inicio de los cambios en 
el sistema o se inscribiría en el contexto dinámico y progresivo de los ajustes al sistema de seguridad social. 
Yo entiendo que "estricto sensu" esto es aplicable al sistema viejo o al sistema actual, porque se refiere a la 
Ley N” 16.713 en pleno funcionamiento, ya que se está habilitando una opción que consagra la ley anterior. 
De todos modos, igual creo que vale decodificar esta decisión desde el punto de vista político en términos de 


que sería un mojón en un proceso de transformaciones del sistema, que el Gobierno ha anunciado 
insistentemente, antes y después de las elecciones. 


Me queda claro que, seguramente, los cambios del sistema no irán por el lado de eliminar el régimen de las 
AFAP, entre otras cosas, porque con mayor o menor agrado, distintos voceros del Gobierno por ejemplo, el 
Director Nacional de Seguridad Social, una vez que asumió, en un reportaje que tuve oportunidad de leer en 
el diario "El País" han expresado que se ha tomado la decisión de mantener este sistema mixto o de 
capitalización individual, como también lo mantuvo Chile, ya que se mencionó a ese país. Chile acaba de 
realizar algunas reformas al sistema de cuentas personales que, es verdad, se instauró durante la dictadura del 
General Pinochet, pero que la democracia después, en particular los gobiernos socialistas que se han venido 
sucediendo desde la reinstitucionalización democrática, no solo no ha abolido sino que está profundizando, 
porque las reformas del último año tienen que ver con autorizar a las AFAP a ampliar la gama de opciones en 
cuanto a la inversión en el exterior y con profundizar el pilar solidario que era una carencia que el sistema 
tenía y se prevé la existencia de una prestación no contributiva de pensión a la vejez para aquellos que no 
lleguen a obtener una jubilación. 


Volviendo a nuestra realidad, me alegra mucho que estemos más cerca de concretar los cambios que el 
Gobierno ha anunciado. En verdad, se dijo que, transcurrido el Diálogo Nacional sobre Seguridad Social que 
se procesó durante el año 2007, vendría la etapa de los cambios; estamos a mediados de año y, hasta ahora, 
no ha habido indicios de iniciativas o proyectos de ley en ese sentido, pero estamos a tiempo. También es 
verdad que el año que viene hay elecciones; por tanto, tenemos la expectativa de que en los meses de trabajo 
legislativo que nos quedan de aquí a diciembre podamos tener noticias con relación a algún cambio 
estructural que, hasta ahora, no ha habido. Han existido diálogo, debate, intercambio, estos decretos que, 
repito, me parece que se coincida con ellos o no implican aplicar el sistema vigente; pero cambios 
estructurales no ha habido, más allá de las intenciones y los anuncios. Pero como yo veo que hay una 
reafirmación de los anuncios, creo en ellos y, por lo tanto, mantenemos la expectativa de que en poco tiempo 
vengan proyectos de ley en ese sentido, entre otras cosas porque me consta que el BPS ha elaborado unos 
cuantos y los ha remitido al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Con relación a la propuesta del señor Diputado Blasina de que las AFAP puedan informar a los afiliados, 
quiero decir que la comparto totalmente; me parece una excelente idea, y ojalá que el Poder Ejecutivo la 
pueda acoger, porque está claro que en esto estamos para construir y no para destruir. Entonces, si en la 
motivación de esta convocatoria en parte estaba nuestra preocupación por que no había un cabal 
asesoramiento a los afilados, yo creo que la propuesta que se acaba de escuchar contemplaría en buena 
medida esa situación. Si hay otros mecanismos en marcha, este se sumaría y complementaría las alternativas 
de asesoramiento a los afiliados. 


Voy a la pregunta sobre un aspecto que no se ha mencionado. Capaz que estoy muy mal informado quiero 
aclararlo de antemano, pero tengo entendido que en algunos de los decretos del pasado que, repito, fueron 
polémicos no me duelen prendas en decir que la forma en que se procesó el de 2004 no me gustó para nada; 
seguramente discrepo con la forma en que se sustanció esa decisión, se habilitó la posibilidad de que 
pudieran presentarse a los efectos de la reliquidación quienes estando jubilados hubieran tenido más de 40 
años al momento de entrada en vigencia de la ley de seguridad social. Lo pregunto, porque me llegó la 
versión de que en alguna instancia anterior se estableció esa posibilidad; si es verdad, que se me diga y si no, 
creo que el tema se terminó. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a hacer dos comentarios. 


Me parece de recibo habrá que ver cómo se puede implementar el planteo del señor Diputado Blasina; todo lo 
que favorezca brindar mayor información y garantías para el afiliado, bienvenido sea. No vale la pena insistir 
en eso, no porque no sea importante sino porque creo que es una muy buena iniciativa. 


Con respecto a lo último, no tengo conocimiento de que, mediante los tres decretos anteriores, se haya 
habilitado la posibilidad de que se presentaran jubilados. No tengo acá los decretos; habría que verlos, pero 
creo que no fue así. 


Por otra parte, quiero hacer alguna reflexión sobre los cambios estructurales o no estructurales, de corto 
plazo, etcétera. La experiencia del diálogo social es inédita en el mundo; ya no me refiero a Uruguay, ni 


siquiera a la región. Todos los destacadísimos referentes internacionales que vinieron, fundamentalmente a la 
jornada que se hizo en el Paraninfo de la Universidad de la República chilenos, argentinos, españoles, 
destacaron lo que significa la experiencia del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social. No voy a recordar el 
pasado, porque no tiene sentido rememorar cómo se hicieron las reformas, acá y en otros países: la de 1981, 
en Chile; la de 1994, en Argentina; la de 1996, acá, y las que pasaron por Bolivia, Colombia, México y algún 
otro país. 


De ese Diálogo surgieron propuestas de corto, mediano y largo plazo. Una es la modificación al seguro de 
paro, y se viene estudiando, inclusive desde antes del Diálogo, una iniciativa del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en ese sentido, para la cual pidió asesoramientos, hizo informes y recibió la colaboración 
del Banco Mundial en el financiamiento de los estudios. Otra propuesta es la flexibilidad de acceso a las 
jubilaciones, pero con un aspecto importante: tratando de combinar políticas activas y pasivas de empleo, 
porque no se trata de dar subsidio por dar subsidio, aunque muchas veces es necesario, por supuesto. Pero 
cuando se da subsidio y no se combina con políticas activas, caemos en el mero asistencialismo. Las 
reformas, sobre todo del seguro de paro y la flexibilidad de acceso a las jubilaciones, están totalmente en 
armonía, a tal punto que, quizás, una sea continuación de la otra, y tienden a sacar el contenido meramente 
asistencialista que ha tenido el seguro de paro, con sus prórrogas arbitrariamente manejadas. 


A mí me tocó, en nombre de la Comisión Sectorial, el honor de lanzar el Diálogo junto con el Presidente de 
la República. En esa jornada, allá en el Edificio Libertad, se expresó muy claramente lo que dice el señor 
Diputado Pablo Abdala; es decir: en este período, el Gobierno no está dispuesto a realizar reformas de fondo 
al sistema. Se dijo, con el mismo énfasis, que sí se van a hacer parciales. ¿Qué pasará en el futuro? No lo 
puedo decir; no sé cuál va a ser el Gobierno y si nos toca seguir a nosotros, no sé cuál va a ser la posición. Yo 
estoy hablando por este Gobierno. 


Por supuesto, yo tengo mi opinión personal, pero lo que importa acá son las posiciones institucionales. Existe 
firme disposición ese es el compromiso, y no va a demorar de que al finalizar el mes de julio se hayan 
enviado al Parlamento estos proyectos que hemos mencionado. 


Ratifico la política de este Gobierno en materia de seguridad social; podríamos referirnos a otros aspectos, 
pero me voy a circunscribir a este. 


No es nuevo lo que este Gobierno piensa, más allá de las tensiones que puedan haber, y bienvenidas sean. Yo 
siempre digo que bienvenidas sean las tensiones en cualquier ámbito de la vida, porque si no las hubiera, 
estaríamos en otro sistema político. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¡Apoyado! 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Lo mismo pasa con el sistema 
de relaciones laborales: si no hubiera conflicto, estaríamos hablando en otro lugar y de otra forma. Yo 
no me estoy comprometiendo a nada; simplemente estoy ratificando una política, y lo digo con tal 
convicción porque los hechos demuestran lo inédito de un Diálogo de casi diez meses, en el que 
intervinieron en algunos momentos más de ochenta organizaciones, los partidos políticos, las cajas 
paraestatales y las AFAP. 


Lo mismo va a pasar con estas reformas parciales al sistema que se están proyectando y que van a ser 
enviadas al Parlamento en no más de veinticinco o treinta días. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Eso incluye el proyecto de reducción de los años de servicio? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Cuando hablé de flexibilidad, 
incluye la posibilidad de bajar de treinta y cinco a treinta años los años de servicio. 


Quería ratificar todos estos aspectos y precisar bien qué es lo que el Gobierno ha dicho: en este período no se 
va a reformar a fondo el sistema de seguridad social; sí se van a hacer reformas parciales. Lo que va a pasar 
en el futuro, no lo sé, más allá de las posiciones personales que podamos tener todos los presentes. 


El proyecto sobre seguro de paro y servicio por desempleo incluye muchos aspectos novedosos y está en 
consulta con las organizaciones sociales. Ese ha sido uno de los elementos que, quizás, ha retardado un poco 
los resultados, en esa política de amplitud de diálogo pero diferenciando gobierno, cogobierno y tripartismo. 
En el documento que el Presidente de la República presentó a las Cámaras empresariales está muy 
precisamente establecido: tratar de consensuar, como se está haciendo con los proyectos que están en danza 
en materia de seguridad social; es lo mejor que podemos hacer, porque cuanto mayor consenso tenga la 
norma, mayor aplicación va a tener y más efectiva va a ser, pero cuidado con que eso signifique que si no hay 
consenso, no hay ley. El Gobierno tiene responsabilidades políticas, tiene que gobernar, para eso fue electo. 
Si estuviéramos en un cogobierno, otra sería la historia, pero no estamos en un cogobierno sino en un 
gobierno que practica el tripartismo bastante profundamente, y que ha sido uno de los motivos por los que, 
como decía el señor Diputado Pablo Abdala, hace tiempo que venimos anunciando cosas y todavía no se han 
presentado. Bueno, no se han presentado porque, precisamente, buscamos consenso, y me apresuro a decir 
que en lo que tiene que ver con el subsidio por desempleo y seguro de paro no diría que hay consenso total, 
pero sí muchas coincidencias, que están establecidas en las soluciones que se están recogiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy ilustrativa la exposición. Creo que estamos frente a un decreto 
que reafirma la libertad, que puede ser avasallada de distintas maneras. Cuando sobre la clase 
trabajadora caen como aves de rapiña comisionistas bien preparados, con la lengua bien sobada, 
aquellos trabajadores de menor nivel cultural son carne fácil para quienes vienen prontos para actuar 
como buitres. Y se avasalla la libertad, porque esa persona no tiene posibilidades de enfrentar al que le 
cae en una obra, por ejemplo, a arrancarle la firma, aunque no esté obligado a darla, y eso es lucrativo 
para el que cobra una comisión además del salario de la AFAP que lo manda a afiliar. 


Entonces, creo que este decreto viene a restablecer, en toda su extensión, la libertad de optar del trabajador. 
Le vuelve a informar que no está obligado; le vuelve a informar de las ventajas y las desventajas de borrarse 
si no estaba obligado a integrarse a una AFAP. Este es un punto muy delicado del que fue víctima 
fundamentalmente la clase obrera, y esto restituye justicia y libertad. Yo estoy totalmente de acuerdo con el 
contenido y el espíritu de este decreto, y más allá de que también tengo mi opinión personal sobre el sistema 
de las AFAP, creo que en este caso puntual de los mayores de 40 años, que no estaban obligados a firmar y 
fueron forzados aprovechándose de su condición, estamos reafirmando la libertad y haciendo justicia. 


Agradecemos la visita de las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el enorme tiempo 
que nos dedicaron. Siempre es provechoso el aporte que nos dan cuando vienen, y destaco la celeridad con 
que responden a nuestras solicitudes de concurrencia. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, el Director Nacional de Seguridad 
Social y el asesor) 


——— En la reunión anterior, habíamos acordado que el doctor Sánchez nos hiciera un informe jurídico con 
respecto al segundo y tercer punto del orden del día. Además, tenemos el trabajo que nos hizo llegar a todos 
el señor Secretario de la Comisión. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- En la sesión pasada, había surgido la duda acerca de si podían ser beneficiarias 
de una pensión graciable personas que no hubieran tenido determinadas actuaciones u ocupado ciertos 
cargos, etcétera, que ameritaran su otorgamiento. Concretamente, se planteaba si los cónyuges 
supérstites podían acceder al beneficio de la pensión graciable. 


Eso está previsto en el artículo 2* de la Ley N* 16.301, que dice: "Las pensiones graciables y recompensas 
pecuniarias podrán acordarse únicamente: A) A personas que hayan prestado grandes servicios a la 
República; B) A personas que se hayan destacado en forma relevante en actividades científicas, artísticas o 
culturales; C) A los cónyuges supérstites y a los descendientes y ascendientes en primer grado de 
consanguinidad de las personas a que refieren los literales anteriores, siempre que se encuentren en situación 
de notoria necesidad económica". 


Por lo tanto, estas personas deben sufrir penurias económicas que ameriten el otorgamiento de esas pensiones 
y estar vinculadas al sujeto que originariamente daba lugar a la pensión por lazos de consanguinidad en 
primer grado en línea descendiente o ascendiente o ser cónyuges del mismo. Esta norma se encuentra vigente 


y no sufrió ninguna modificación, por lo cual no hay obstáculo para que se otorgue una pensión graciable a 
las personas propuestas en los proyectos a consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del 
día: "María Carmen Cotón Moa. (Se solicita al Poder Ejecutivo la remisión de la correspondiente 
iniciativa para el otorgamiento de una pensión graciable)". 


En discusión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Si bien es notorio que yo presenté esta iniciativa, solicito que se 
postergue su tratamiento hasta la próxima reunión. No tengo dudas acerca de los méritos de la señora 
Cotón para acceder al beneficio de la pensión graciable, pero me consta que hay que analizar aspectos 
que hacen a los antecedentes para eso se nos repartió este voluminoso informe, y confieso que no he 
tenido tiempo de hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en tercer término del orden del día: "Blanca Olira Lemos 
González. (Se solicita al Poder Ejecutivo la remisión de la correspondiente iniciativa para el otorgamiento de 
una pensión graciable". 


En discusión. 


SEÑOR BLASINA.- Habida cuenta del informe que nos brindó nuestro asesor legal, que aclara las 
dudas surgidas sobre la pertinencia de este asunto, sugiero que se apruebe la remisión de esta minuta 
de comunicación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Dejo constancia de que voy a votar afirmativamente con absoluta 
convicción, porque conocí bastante de cerca al señor Julio Olivera y conozco a su viuda. Entiendo que 
los fundamentos que contiene la exposición de motivos que acompaña el proyecto presentado por el 
señor Diputado Ortuño son veraces y reflejan claramente las características personales de este 
compatriota que en vida fue un hombre de facetas variadas, tanto en el plano artístico y social como en 
todos los ámbitos donde alternó 


Entonces, en función de los méritos que este ciudadano reunió a lo largo de su vida y de su trayectoria y de 
que me consta que su viuda se encuentra en una situación de necesidad económica, creo que es razonable y 
justo solicitar al Poder Ejecutivo la remisión de la iniciativa correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, pienso que es oportuno remitir esta minuta de comunicación, 
teniendo en cuenta la situación de la comunidad afrodescendiente, que no ha terminado de insertarse 
en nuestra sociedad luego de la posesclavitud. Casi que podemos afirmar que la mayoría de los 
afrodescendientes uruguayos son pobres porque son negros. Sus índices de pobreza en relación con ese 
9% que representan de la población uruguaya son mucho más elevados que los de la población blanca. 
Proporcionalmente, acceden mucho menos a cargos gerenciales, directivos, o a la Universidad de la 
República; no estoy hablando de cantidades, porque obviamente se trata de una población 
numéricamente inferior, pero proporcionalmente siguen padeciendo las consecuencias de la 
posesclavitud. 


Por tanto, voy a acompañar con mi voto esta iniciativa como parte del reconocimiento a los 
afrodescendientes, que tanto nos han aportado de su cultura y, en este caso, el artista del cual es viuda la 
señora que pretendemos favorecer, ha aportado mucho a esa fusión de nuestra cultura que es europea, 
indígena y africana. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Corresponde designar al miembro informante. 

Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. 

Se pasa a considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "Análisis del informe remitido 


por el Banco de Previsión Social, referido a los programas de apoyo a las personas con discapacidad que 
administra el mencionado organismo". 


SEÑOR BLASINA.- Dado lo avanzado de la hora, propongo que el tema se considere en la siguiente 
reunión. No obstante, adelanto que me parece clara la respuesta dada a la requisitoria efectuada por 
esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¡Apoyado! 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— El miércoles 9 comienza el tratamiento de la Rendición de Cuentas en el plenario de la Cámara; por 
tanto, trasladamos la próxima sesión de la Comisión para el miércoles 16, a la hora de siempre. 


Tenemos pendientes algunas solicitudes de entrevista. Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, 
podríamos citar para la próxima sesión al Colegio de Profesionales de la Marina Mercante. 


(Apoyados) 


También quedan pendientes de consideración la otra pensión graciable y el informe del Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero recordar aquel proyecto que envió el Poder Ejecutivo sobre el 
vulgarmente llamado trabajo benévolo. Había dudas sobre algunos artículos, no en cuanto al fondo del 
asunto, y queremos ver si hacemos ajustes al texto. Por eso, solicito que se incluya entre los asuntos a 
tratar próximamente por la Comisión, aunque no necesariamente tiene que ser en la reunión siguiente. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


